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DOCUMENTO DE MAGISTRADOS LATINOS 
SOBRE LA POLÍTICA PÚBLICA EN MATERIA 
DE DROGAS Y DERECHOS HUMANOS
Declaración de Roma 2011
A  tres años del Docum ento de m agistrados, fiscales y  defensores de Bue­
nos A ires, publicado por la com isión de Drogas y D em ocracia Latinoam eri­
cana, a dos años de la Declaración de M agistrados latinos en Oporto, ambos 
en sintonía con el recientem ente publicado inform e de la Com isión global de 
políticas de drogas de jun io  de 2011 (integrada entre otros por Paul Volcker, 
Ruth D reifuss, Thorvald Stoltem berg, George P. Shultz, Kofi Annan, M aría 
Cattaudi, R ichard Brenson, Carlos Fuentes, George Papandreu y tres ex Pre­
sidentes Latinoamericanos), volvemos a insistir sobre el fracaso de la “ guerra 
global a las drogas”, por las gravísim as consecuencias provocadas para los 
individuos y  la sociedad en el m undo entero.
-A dherim os al docum ento de la Com isión global, en tanto, las reform as 
legislativas penales, y  la Sobre.utilización de la legislación de emergencia, solo 
han aum entado los nichos de corrupción en estam entos Políticos, Judiciales 
y  sobre todo de las Fuerzas del orden y  prevención en los últim os 30 años, en 
desm edro de las políticas socio-sanitarias y  las G arantías que todo Estado de 
Derecho debe defender, conform e los diversos com prom isos internacionales 
de los que nuestros países son signatarios en m ateria de Derechos Humanos, 
Sociales y  Sanitarios.
-L a  legislación de em ergencia en m ateria de drogas, como la de crim en 
organizado y lavado de dinero (tem as de la Convención de Viena de 1961, 
respetando el derecho interno de cada país signatario), se ha m odificado en 
los últim os 20 años en convenciones y leyes que violan el principio de legali­
dad, creando figuras dé dudosa constitucionalidad, que violan el principios de 
defensa "pro homine”, como los principios de lesividad y de proporcionalidad 
de las penas para los casos más nim ios, dando como resultado la saturación 
del sistem a judicial y  carcelario con pequeños casos, desnaturalizando la fun­
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ción y  rol judicial a nivel m undial y  siendo funcionales a las organizaciones 
crim inales y  la corrupción.
-L a  legislación en m ateria de drogas, crim en organizado y lavado de 
activos asociados al prim ero, en tanto no afectan claros bienes jurídicos, 
confunden tentativa con consumación, con técnicas legislativas inadecuadas, 
con proliferación de verbos y  conceptos, de los últim os 30 años, fueron políti­
camente creadas en muchos países con argum entos foráneos, sin base doctri­
naria, sin confirm ación em pírica alguna, im pactando en el sistem a sanitario 
y  en el sistem a carcelario provocando problemas de hacinam iento con tasas 
elevadas que países como Italia o España no tenían y que violan compromisos 
internacionales en la m ateria.
-S i ya sabíamos que las políticas de drogas eran un tem a complejo por 
los psicofárm acos en la década del 70, que esto empeoró con la irrupción de 
la cocaína en los 80, y  se incrementó a partir de los 90, con una laxitud de los 
controles de delitos complejos que impliquen m ovim ientos de dinero prove­
nientes de delitos para ser transform ados en dinero legal, hoy lo es aún más. 
Estam os en un Estado de Em ergencia social y  sanitaria.
-L a  falta de políticas preventivas en m ateria socio sanitarias como cultu­
rales, sumado a la falta de control de los Organism os Estatales involucrados, 
la falta de una clara política crim inal estatal que se dirija a la crim inalidad 
compleja (cohecho, corrupción de ñm cionarios públicos, evasión de impues­
tos, fuga y  traspaso de divisas, contrabando de arm as, lavado y tráfico entre 
otros), pone en evidencia que las reform as legales penales sólo han sido y son 
un “spotpublicitario”, que en el m ejor de los casos, no solo no resolvieron el 
grave problem a del aumento de la dem anda sino que no dism uyeron la ofer­
ta  y  se han vuelto funcionales a verdaderos m ovim ientos de dinero a nivel 
m undial que impiden conocer hoy con exactitud, cuanto proviene del circuito 
ilegal del narcotráfico o si es m ayor la comisión de delitos de cuello blanco o 
de corrupción.
-H a  aparecido en los últim os años una confusión entre el rol de la seguri­
dad y la defensa del rol que le compete a las fuerzas policiales en la búsqueda 
de evidencias que perm itan a un m agistrado hacer un juicio justo. La utiliza­
ción en algunos países de las Fuerzas Arm adas en el continente americano en
la persecución de la narcocrim inalidad, abre un espacio de discrecionalidad 
que habilita todo tipo de violaciones al debido proceso legal, al respeto a la 
dignidad hum ana y  derechos fundam entales de las personas, inconciliables 
con el rol que a estas le caben en un Estado dem ocrático y se fundan en la ya 
conocida doctrina de la seguridad nacional.
—La falta de políticas crim inales claras hacia el tráñco, como las de pre­
vención socio sanitaria, va acom pañada de la difusión de los m edios masivos 
de com unicación, que a m odo de propaganda da curso a la represión y refor­
m as de leyes que al term inar en un fracaso, solo deterioran las instituciones. 
No es m enor la publicidad alentando el consumo de los jóvenes.
-L a  aplicación del prohibicionismo absoluto a un fenómeno tan  complejo, 
y que por ende debería ser flexible a todo tipo de políticas sociales, educati­
vas, sanitarias, laborales, sin discrim inar a ninguna alternativa posible, y  que 
diera tan  buenos resultados en Cañada, Portugal, o Uruguay, deberla hacer 
reflexionar a las m áxim as autoridades políticas, sobre la gravedad de punir 
pequeñas conductas de consumo, que solo alejan del sistem a sanitario a los 
abusadores o adictos, como a los usuarios del sistem a, y  estigm atizan a los 
prim eros, deteriorando la función y  rol del m agistrado o fiscal penal, dejando 
en segundo lugar al derecho adm inistrativo o de fam ilia que puede y tiene 
m ejores herram ientas que la “ ultim a ratio “del derecho.
-E l área de la Cooperación Penal Internacional como la instrum entación 
y Arma de las convenciones internacionales, parecen ignorar que tam bién 
al Derecho Internacional le cabe la aplicación de los principios rectores de 
los instrum entos de derechos hum anos como del pacto de derechos sociales, 
políticos y  educativos. No hay Derecho Internacional aislado de los axiom as 
previos de los instrum entos de Derechos hum anos, por lo que debería recor­
darse la vigencia del Preám bulo de la C arta de Naciones Unidas como todos 
los precedentes respetuosos del principio de hum anidad y el rol de algunas 
agencias de Naciones Unidas.
-L os instrum entos internacionales se superponen, confunden narcotráfico 
con terrorism o, son poco operativos para la obtención rápida de cooperación 
en m ateria de delitos de tráfico, lavado o complejos, carecen de la participación 
de m agistrados y fiscales en su redacción, otros son directam ente descono-
cidos, lo que en definitiva obstruye la labor judicial y  fiscal en las causas de 
grandes delitos transnacionales y  complejos que no se agotan en el narcotráfi­
co, sino que abarcan tam bién la corrupción.
-L a  judicatura carece de elementos y recursos tecnológicos que perm itan 
obtener en tiem po y form a inform ación valiosa para conocer operaciones 
sospechosas, cohechos, fugas de divisas, grandes fraudes y defraudaciones, 
tráfico, o de delitos que involucran al poder político como la corrupción, o la 
evasión de divisas, dem ostrando que el m ero cambio legislativo es solo una 
cuestión de form as y  no de fondo.
-D e ahí la reform a y arm onización legislativas que contem plen respues­
tas penales diferenciadas de acuerdo a la naturaleza y gravedad de los delitos 
complejos y  de tráfico de drogas (ajustadas a la Convención de Viena), bus­
cando que el reproche punitivo sea proporcional al injusto y a las condiciones 
personales de los partícipes, posibilitando en los supuestos que correspondan 
la excarcelación, la instrum entación de m edidas alternativas, la im posición de 
condena condicionales, y  la utilización del derecho adm inistrativo y o derecho 
civil.
-L a  estrategia de los Estado debe escuchar y  contem plar la asistencia 
integral de los usuarios de drogas, y  realizar fuertes campañas de prevención 
inespecíficas, no solo sobre sustancias ilegales sino tam bién sobre las legales 
y sobre todo generar políticas de verdadera inclusión social y  laboral.
Firm ado por m agistrados y fiscales de Italia, España, Portugal, Brasil, 
Argentina. Junio de 2011.
